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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
8806 Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales 

tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento 
de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley orgánica:

PREÁMBULO

I

La Unión Europea es un espacio en el que los estándares y las garantías de protección 
de los derechos de las personas físicas a la protección de los datos personales se 
encuentran en la vanguardia internacional y constituyen un referente mundial. El rápido 
desarrollo tecnológico, especialmente de Internet, así como la creciente globalización de 
la economía mundial y europea han hecho imprescindible abordar la reforma del marco 
jurídico de la protección de datos, al objeto de consolidar e incluso mejorar este elevado 
nivel de protección a través de la creación de un marco legislativo nuevo, adaptado a la 
realidad cambiante, al tiempo que sólido, coherente e integral. En definitiva, un entorno 
normativo para un mundo globalizado y digital.

En este sentido, la Comunicación de la Comisión Europea «Un enfoque global de la 
protección de los datos personales en la Unión Europea», de 4 de noviembre de 2010, 
precedida de un intenso periodo de consultas durante más de dos años con los Estados 
miembros, el público en general, así como con los distintos sectores afectados, sentó las 
bases de lo que sería esta nueva perspectiva normativa.

El marco normativo resultante consta, principalmente, de dos instrumentos: el 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento 
de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), que sustituye a una 
norma vigente desde hacía más de veinte años, y la Directiva (UE) 2016/680 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las 
autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o 
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre 
circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del 
Consejo.

En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, adaptó el Reglamento 
General de Protección de Datos, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales 
y a la libre circulación de estos datos.

II

La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016, objeto de transposición por esta Ley Orgánica, deroga la Decisión cv
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en función de su gravedad, podrán ser leves, graves o muy graves. Por último, se 
establecen las sanciones que se pueden imponer, y se fijan los plazos de prescripción 
tanto de las infracciones como de las sanciones y de caducidad.

Las disposiciones adicionales se refieren a regímenes específicos, al intercambio de 
datos dentro de la Unión Europea, a los acuerdos internacionales en el ámbito de la 
cooperación judicial en materia penal y de la cooperación policial, y a los tratamientos que 
se efectúen en relación con los ficheros y al Registro de Población de las Administraciones 
Públicas.

Las disposiciones finales introducen las modificaciones necesarias en la Ley 
Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, para adecuarla a las 
previsiones de esta Ley Orgánica en relación con los tratamientos para ejecución de la 
pena; en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre; en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio; en 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre; en la Ley Orgánica 1/2020, de 16 de 
septiembre, sobre la utilización de los datos del registro de nombres de pasajeros para la 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos 
graves en correspondencia con determinadas obligaciones de los operadores; en la 
Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en 
el deporte; en la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada para adecuar, en ambos 
casos, los plazos de caducidad de los expedientes sancionadores; y en el texto refundido 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, para dar soporte legal específico a 
las matriculaciones por razones de Seguridad Nacional.

En la elaboración de esta Ley Orgánica se han observado los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, exigidos por el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
exige una ley de carácter orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 18 de la Constitución y por imperativo del artículo 81 
de la misma. En este sentido, el artículo 18.4 de la Constitución dispone que la ley limitará 
el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de la 
ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos.

Esta Ley Orgánica, además, incorpora a nuestro ordenamiento interno los instrumentos 
que permitirán una eficaz protección de los datos de las personas físicas frente a su 
tratamiento por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 
penales, incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad 
pública.

Por lo que respecta al principio de seguridad jurídica, en razón de la materia objeto de 
regulación, la transposición de la directiva se realiza mediante una Ley Orgánica, cuya 
tramitación e integración en el ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan 
las normas de esta naturaleza.

En cuanto al principio de proporcionalidad, esta Ley Orgánica contempla un importante 
número de garantías orientadas a que el tratamiento de datos personales sea proporcional, 
oportuno, mínimo y suficiente para el cumplimiento de los fines que se persiguen. En 
particular, su tratamiento se sujeta a los principios que rigen el tratamiento de datos 
personales, por lo que se exige que no sean tratados para otros fines distintos de los 
establecidos en la norma, salvo que dicho tratamiento esté autorizado por el Derecho de la 
Unión Europea o por nuestro Derecho interno. Cuando los datos personales sean tratados 
para otros fines que no sean los de la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 
de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la 
prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública, se aplicará el Reglamento 
General de Protección de Datos, a menos que el tratamiento se efectúe como parte de una 
actividad que quede fuera del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

1-
88

06
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

manolo
Resaltado

manolo
Resaltado



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 126 Jueves 27 de mayo de 2021 Sec. I.   Pág. 64150

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin 
que se haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el 
cómputo las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la 
suspensión que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial 
penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 
finalización de éste.»

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad 
Privada.

Se modifica el artículo 69 que queda redactado como sigue:

«Artículo 69. Régimen Jurídico.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de seguridad privada se 
regirá por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y sus disposiciones de desarrollo, 
sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este título.

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin 
que se haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el 
cómputo las posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la 
suspensión que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial 
penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 
finalización de éste.

3. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano que haya ordenado su 
incoación podrá adoptar las medidas cautelares necesarias para garantizar su 
adecuada instrucción, así como para evitar la continuación de la infracción o 
asegurar el pago de la sanción, en el caso de que ésta fuese pecuniaria, y el 
cumplimiento de la misma en los demás supuestos.

4. Dichas medidas, que deberán ser congruentes con la naturaleza de la 
presunta infracción y proporcionadas a la gravedad de la misma, podrán consistir en:

a) La ocupación o precinto de vehículos, armas, material o equipo prohibido, 
no homologado o que resulte peligroso o perjudicial, así como de los instrumentos 
y efectos de la infracción.

b) La retirada preventiva de las autorizaciones, habilitaciones, permisos o 
licencias, o la suspensión, en su caso, de la eficacia de las declaraciones 
responsables.

c) La suspensión de la habilitación del personal de seguridad privada y, en su 
caso, de la tramitación del procedimiento para el otorgamiento de aquélla, mientras 
dure la instrucción de expedientes por infracciones graves o muy graves en materia 
de seguridad privada.

También podrán ser suspendidas las indicadas habilitación y tramitación, hasta 
tanto finalice el proceso por delitos contra dicho personal.

5. Las medidas cautelares previstas en los párrafos b) y c) del apartado 
anterior no podrán tener una duración superior a un año.»

Disposición final octava. Modificación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 6/2015, de 30 de octubre.

Se modifica el artículo 68 que queda redactado como sigue:

«Artículo 68. Matrículas.

1. Para poner en circulación vehículos a motor, así como remolques de masa 
máxima autorizada superior a la que reglamentariamente se determine, es preciso cv
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matricularlos y que lleven las placas de matrícula con los caracteres que se les 
asigne del modo que se establezca. Esta obligación será exigida a los ciclomotores 
en los términos que reglamentariamente se determine.

2. Deben ser objeto de matriculación definitiva en España los vehículos a los 
que se refiere el apartado anterior, cuando se destinen a ser utilizados en el territorio 
español por personas o entidades que sean residentes en España o que sean 
titulares de establecimientos situados en España. Reglamentariamente se 
establecerán los plazos, requisitos y condiciones para el cumplimiento de esta 
obligación y las posibles exenciones a la misma.

3. La matriculación ordinaria será única para cada vehículo, salvo en los 
supuestos que se determinen reglamentariamente. Cuando concurran circunstancias 
que puedan afectar a la Seguridad Nacional, el Secretario de Estado de Seguridad 
podrá autorizar una nueva matrícula distinta de la inicialmente asignada. Este tipo 
de matrículas no serán públicas en el Registro General de Vehículos e, incluso en 
circunstancias excepcionales, podrá utilizarse una titularidad supuesta en el marco 
de la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del Centro Nacional de 
Inteligencia en el tráfico jurídico.

4. En casos justificados, la autoridad competente para expedir el permiso de 
circulación podrá conceder permisos de circulación temporales y provisionales en 
los términos que se determine reglamentariamente.»

Disposición final novena. Naturaleza de la ley.

Esta ley tiene el carácter de Ley Orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario:

a) El capítulo VI.
b) El capítulo VII.
c) El capítulo VIII.
d) Las disposiciones finales segunda, sexta, séptima y octava.

Disposición final décima. Título competencial.

Esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del artículo 149.1 
de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, respectivamente, 
para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; respecto a las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas, el procedimiento administrativo común y en relación al sistema de responsabilidad 
de todas las Administraciones públicas; sobre legislación penal, penitenciaria, procesal; y 
en materia de seguridad pública.

Disposición final undécima. Incorporación del Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley Orgánica se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 
penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión 
Marco 2008/977/JAI del Consejo.

Disposición final duodécima. Entrada en vigor.

Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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